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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece la señora Ruth N. Rivera Rosario (Sra. Rivera 

Rosario), mediante el presente recurso de apelación y solicita que 

revisemos la Sentencia dictada el 2 de febrero de 2016, y notificada 

el día siguiente, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón (TPI).  En su determinación, el Foro a quo 

declaró Ha Lugar la demanda presentada por la señora Rosa Julia 

Suero Morillo (Sra. Suero Morillo).  

Examinada la comparecencia de la parte apelante, la 

totalidad del expediente sometido ante nuestra consideración, así 

como el derecho aplicable, procedemos con la disposición del 

presente caso. 

-I- 

El 4 de agosto de 2015, la Sra. Suero Morillo presentó ante el 

TPI una demanda de cobro de dinero al amparo de la Regla 60 de 

las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 60, en contra 
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de la Sra. Rivera Rosario.  Surge del expediente que la vista fue 

pautada para el 13 de octubre de 2015.  Luego de desfilada la 

prueba, el 2 de febrero de 2016 el Tribunal de Instancia dictó la 

Sentencia apelada y condenó a la apelante al pago de $3,000.00 

más intereses al tipo legal de 4.35% y $50.00 en concepto costas.  

Inconforme, el 17 de febrero de 2016 la Sra. Rivera Rosario 

presentó una “Moción Solicitando Reconsideración a Sentencia”. El 

18 de mayo de 2016 el TPI emitió una Orden y dispuso lo 

siguiente: 

. . . . . . . . 
 

No Ha Lugar.  El caso tiene sentencia final y firme 
dictada luego de escuchar la versión de ambas partes y 
conforme a la prueba. 
 

. . . . . . . . 
 

Véase Ap. pág. 2. 
 

Aún inconforme, el 5 de julio de 2016 la Sra. Rivera Rosario 

compareció  ante este Tribunal de Apelaciones y esbozó el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Instancia al declarar con 
lugar la demanda cuando no existe ninguna deuda en 
este caso si no un pago de pensión alimentaria de una 
cuenta atrasada a unos menores en ASUME. 

 

 
-II- 

-A- 

En reiteradas ocasiones, nuestro Tribunal Supremo ha 

sostenido la importancia de las notificaciones a las partes debido a 

que no es un mero requisito.  Su importancia radica en el efecto 

que tiene dicha notificación sobre los procedimientos anteriores y 

posteriores al dictamen final dictado en un proceso adjudicativo.  

La falta de una notificación adecuada tiene un efecto adversativo al 

derecho de una parte a cuestionar el dictamen emitido y debilita 

las garantías del debido proceso de ley.  Dávila Pollock et als v. R.F. 
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Mortgage, 182 DPR 86 (2011).  Se debe cumplir con el requisito de 

notificación debido a que sin notificación oportuna, el ciudadano 

afectado no se enteraría de la decisión tomada en su contra.  Plan 

Salud Unión v. Seaboard Sur Co., 182 DPR 714, a la pág. 722 

(2011).  Río Const. Corp v. Mun. de Caguas, 155 DPR 394, a las 

págs. 405-406 (2001).   

El Tribunal Supremo, en el caso de Caro v. Cardona, 158 

DPR 592, a la pág. 599 (2003), resolvió lo siguiente:  

La correcta y oportuna notificación de las [resoluciones], 
órdenes y sentencias es requisito sine qua non de un 
ordenado sistema judicial.  Su omisión puede conllevar 
graves consecuencias, además de crear demoras e 
impedimentos en el proceso judicial.  Falcón Padilla v. 
Maldonado Quirós, supra,[138 DPR 938, 993 (1955)] 

 

Resulta indispensable y crucial que se notifique 
adecuadamente de una determinación sujeta a revisión 
judicial a todas las partes cobijadas por tal derecho.  
J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 
San Juan, Pubs JTS, 2000 T. II, Cap. X, Págs. 1138-
1139 [(2000)]. 

 

Sin una notificación adecuada, el término para solicitar 

revisión sobre la determinación emitida por el Foro a quo no 

comienza a decursar.  Por tanto, la notificación emitida mediante 

un formulario incorrecto sería catalogada como defectuosa y, como 

expuesto anteriormente, el término para apelar no comenzaría a 

transcurrir.  Dávila Pollock et als v. R.F. Mortgage, supra, a las 

págs. 95-96.  

Un recurso apelativo presentado antes de haberse archivado 

en autos copia de la notificación de la resolución es prematuro y al 

igual que uno sometido tardíamente, adolece de grave e 

insubsanable defecto de privar jurisdicción al tribunal al cual se 

recurre.  Juliá, et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, a la pág. 

366 (2001).  La crasa omisión de los requisitos de la notificación 

conlleva graves consecuencias, demoras e impedimentos en el 

proceso judicial, así también crea incertidumbre sobre cuándo 
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comienza a transcurrir el término para acudir a un tribunal de 

mayor jerarquía.  Plan Salud Unión v. Seaboard Sur. Co., supra, a la 

pág. 723; Dávila Pollock el als. v. R.F. Mortgage, supra, a la pág. 96-

97.  

Este Tribunal, al ser uno de apelación intermedia, no puede 

conservar dicho recurso con el propósito de ser reactivado 

posteriormente.  Recalcamos que de ahí surge la importancia de 

saber cuándo empieza a transcurrir el término para presentar la 

apelación y por ende, cuando termina.  García Morales v. Mercado 

Rosario, 190 DPR 632 (2014); Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 

DPR 84, a las págs. 90-91 (2013). 

Como ya es sabido, las cuestiones relativas a la jurisdicción 

de un tribunal se tiene que resolver con preferencia a cualquier 

otro dilema.  Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, a 

las págs. 104-105 (2013); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 

DPR 873, a la pág. 882 (2007).  Cónsono con lo anterior, el 

Tribunal Apelativo debe ser celoso guardián de su jurisdicción y no 

tiene discreción ni autoridad en ley para asumirla donde no la hay, 

ya que esto sería considerado una actuación ultra vires.  Dávila 

Pollock el als. v. R.F. Mortgage, supra, a la pág. 97. Maldonado v. 

Junta de Planificación, 171 DPR 46, a la pág. 55 (2007); Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663, a la pág. 674 (2005).  Este Tribunal, por 

carecer de jurisdicción y autoridad para considerar el recurso, lo 

único que procede es la desestimación de la causa de acción. 

Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, a la pág. 470 (2006); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, a la pág. 370 

(2003); Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, a la pág. 154 

(1999).  

-III- 

De los documentos incluidos en el expediente, notamos que 

el formulario de notificación en relación a la Orden declarando No 
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Ha Lugar a la “Moción Solicitando Reconsideración a Sentencia” no 

cumple con el formato correcto, pues el mismo fue notificado bajo 

el formulario OAT-750.  A esos fines, debemos especificar que el 

formato correcto que debió utilizar la Secretaría para notificar la 

Orden emitida por el TPI era el OAT-082.  Este formulario estipula 

el proceso y los términos que tiene el perjudicado para recurrir en 

apelación a un tribunal de más alta jerarquía.  Consecuentemente, 

al TPI no usar el formulario adecuado no se cumple con la 

notificación correcta a las partes, infringiendo así el requisito 

indispensable del debido proceso de ley.  Sin dicha notificación, 

este Tribunal carece de jurisdicción sobre el presente recurso de 

apelación al ser uno prematuro, de modo que nos impide entrar a 

resolver los méritos de la apelación. 

Por otra parte, hemos notado que el Tribunal de Instancia 

denegó erróneamente la moción de reconsideración bajo el 

fundamento de que la Sentencia dictada en 2 de febrero de 2016 

era una final y firme.  Una sentencia final y firme es aquella que 

pone terminación a una reclamación judicial por haber 

transcurrido “…el término para pedir reconsideración o apelar sin 

que esto se haya hecho, o al concluir el proceso apelativo.”  S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 133, a la pág. 157 

(2011).  Así pues, el TPI deberá adjudicar la moción de 

reconsideración que fuera presentada oportunamente, ya que la 

Sentencia emitida no era una final y firme.  

 
-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de autos por falta de jurisdicción al ser uno prematuro.  

Reglas 83(B)(1) y (C) de Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B.  Se devuelve el caso ante el Tribunal de Primera 
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Instancia, Sala Superior de Bayamón para que proceda con la 

notificación correcta, en vista de lo aquí expuesto 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


